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	José Rogelio Castrillón Márquez

	Procedencia:
	Juzgado Único Penal del Circuito Especializado de Pereira (Rda.)

	Asunto:
	Se conoce de la apelación interpuesta por los defensores contra el fallo de condena proferido el día 05 de septiembre de 2008.


El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, pronuncia la sentencia en los siguientes términos:

1.- Lo ocurrido

Los hechos jurídicamente relevantes y la actuación procesal esencial para la decisión a tomar, son:

1.1.- Se asegura, que el día doce (12) de octubre de 2007, los aquí acusados ingresaron a la casa de ROGELIO CASTRILLÓN ubicada en el barrio Los Reyes (Dosquebradas), lo retuvieron por 50 ó 60 minutos y le exigieron la entrega de una cantidad de dinero, luego le permitieron la salida tras llegar a un acuerdo en el que la víctima entregaría $200.000 pesos quedando de entregar otro tanto días después. En efecto la víctima alcanzó a dar $200.000 pesos que le prestó su hermano, siendo capturados los implicados posteriormente, varios de ellos cuando iban a recibir otros $200.000.

Se dice igualmente, que cuando la víctima retornó a su vivienda, observó la ausencia de algunos electrodomésticos, razón por la cual se vio doblemente afectado por quienes ingresaron arbitrariamente a su morada.

1.2.- Los imputados no aceptaron cargos, motivo por el cual la actuación siguió su curso ordinario con la presentación del escrito de acusación (27-03-08) en el cual se hicieron cargos como coautores a título de dolo, en el delito de SECUESTRO EXTORSIVO (verbo rector “retener”, con las agravaciones específicas del artículo 170 del Código Penal numerales 6 -bajo amenaza de muerte- y 8 -obtener la utilidad, provecho o finalidad-, con las agravaciones genéricas del numeral 10 del artículo 58 -obrar en coparticipación criminal-), en concurso efectivo con el delito de HURTO CALIFICADO (artículo 240.3 ibídem -mediante penetración o permanencia arbitraria, engañosa o clandestina en lugar habitado-) y AGRAVADO (artículo 241.10 ejusdem -por dos o más personas preacordadas-). A continuación, se efectuaron las audiencias públicas de Formulación de Acusación (14-04-08), Preparatoria (06-05-08), y Juicio Oral (16-06-08) al cabo del cual se anunció el sentido del fallo de carácter condenatorio.

1.3.- Con fecha cinco (5) de septiembre de 2008, se dio lectura al fallo respectivo, por medio del cual: (i) se declaró penalmente responsable a todos los procesados en consonancia con los cargos formulados en el pliego acusatorio; (ii) se les impuso como pena principal privativa de la libertad, la de 488 meses de prisión y multa de 17499 s.m.l.m.v., más la accesoria de inhabilitación en el ejercicio de derechos y funciones públicas por un lapso de 20 años; y (iii) no se les concedió la suspensión condicional de la ejecución de la pena, ni la prisión domiciliaria.

1.4.- Contra esa determinación se alzaron los defensores quienes interpusieron el recurso de apelación, motivo por el cual los registros fueron remitidos a esta Corporación con el fin de desatar la impugnación.

2.- El Debate

2.1.- Defensora de Jorge Gómez y María Terán -recurrente-

Es del criterio que a sus defendidos se les debe absolver, a cuyo efecto esgrime:

Luego de un recuento pormenorizado de los hechos, refiere que su protegida MARÍA DEL PILAR TERÁN no llegó por azar a la casa de don ROGELIO, porque ya se conocían de tiempo atrás, debido a que la situación económica de ella era mala y quería irse para España, motivo por el cual le entregó la suma de $1’500.000.oo al citado ROGELIO. Ella le pidió el favor a ALDEIBE para que la acompañara y no fuera a perder la plata, es decir, como respaldo. Repite entonces que si ella llegó a esa vivienda es porque podía llegar y era conocida, pues ya tenían “un negocio pendiente”. 

MARÍA DEL PILAR se sorprendió por la presencia de los otros dos personajes que llegaron junto a ALDEIBE, razón por la cual puede asegurar que aquélla no tenía el dominio de la situación, simplemente quería reclamar la suma que le había entregado a ROGELIO y nada más, nunca habló porque no tenía vocería. A ella no se le pueden endilgar esas conductas por las cuales la condenó tan severamente el juez a quo.

El funcionario de primer grado se fundamentó únicamente en lo que dijo la víctima, pero no les cree a los enjuiciados absolutamente nada. Por ejemplo lo del cuchillo supuestamente utilizado, porque nunca se supo a quién pertenecía, sólo está lo referido por la víctima. 

El sentenciador no fue desprevenido en su análisis, olvidó que a ROGELIO sólo le interesaban los documentos y no le preocupaban para nada las supuestas amenazas de la madre y la hija. Cuando denunció no lo hizo por le dinero ni por la familia, sino porque necesitaba los pasaportes dado que eran de otras personas diferentes y era sabedor que PILAR tenía conocimiento de su actividad. Se extrae de las conversaciones telefónicas que él ya había hecho negocios con esos pasaportes para llevar mujeres a España.

Se hace referencia a que ROGELIO estuvo coaccionado y que entre ALDEIBE y MARÍA DEL PILAR hubo un convenio para ese fin, cuando en realidad no hubo ningún pacto para hacer exigencias dinerarias. En tan corto tiempo sólo requerían hablar y nada más, pues no llevaban medios de intimidación dado que la víctima afirma que el arma le pertenecía. No obstante, el juez alude que la presencia de tres personas sin perfil de “amables conciliadores” es una fuerza de choque y ello es suficiente para la intimidación, por cuanto para el cobro de un dinero sólo existen dos vías: la judicial con abogado, o por la fuerza con bandidos; pero olvida el funcionario que quien va a secuestrar en estas condiciones debe llevar armas para superar al contrario, es lo que la lógica indica.

También se traen a colación el contenido de unas llamadas, pero MARÍA DEL PILAR nunca estuvo en ellas, sencillamente estuvo en la referida casa apenas un momento. 

Es difícil a los defensores acceder a los laboratorios, motivo por el cual no fue posible efectuar un análisis al cuchillo que le fuera encontrado a uno de los implicados cinco días después de los hechos y que la víctima reconoció como propio.

El argumento principal del señor juez para concluir una violencia moral, tiene su fuente en la versión de la víctima, pero no se hizo comparecer al juicio a la mamá y al hijo de don ROGELIO. Igualmente, se menciona que éste recobró la libertad tan pronto entregó el dinero, cuando la verdad es que nunca la perdió porque cabe recordar que salió en un taxi y se pudo tirar de él si hubiera sido necesario, o pudo pedir ayuda porque pasó por el frente de un CAI; asimismo, pudo haberle dicho lo que estaba pasando a quien luego le prestó el dinero, o contarle a la mamá posteriormente, pero nada de eso sucedió porque sabía que no era cierto. Además, si estaba alarmado por la mamá y el niño, ¿por qué no le preocupó esa situación luego de haber quedado en libertad?  

En conclusión, no hay secuestro por inexistencia de medios idóneos para intimidar, ni tampoco hurto por ausencia de prueba de la preexistencia de esos bienes. Por lo mismo, solicita un fallo absolutorio o en subsidio que se revise el papel que en todo esto tuvo MARÍA DEL PILAR y/o se redosifique la pena porque es exagerada al no estar en proporcionalidad con la conducta atribuida.

2.2.- Defensor de Pablo Patiño y Aldeibe Mosquera -recurrente-

Parte del entendido indiscutible, de que el objetivo que se tenía programado era el cobro de un dinero mediante violencia, concretamente la suma de $1’500.000.oo. No obstante, dice, apela el fallo de condena porque se ha violado la legalidad del proceso, en atención a que sólo se trató de un delito de “constreñimiento ilegal” y no de un secuestro extorsivo como lo anunció la Fiscalía y lo concluyó el a quo.

Es tan cierto lo que afirma, que el funcionario de instancia anunció jurisprudencia y doctrina alusiva al punto, pero no la mencionó por ninguna parte. 

Lo que se tiene claro, es que MARÍA DEL PILAR acudió a su primo ALDEIBE para ejecutar ese cobro y éste acudió con sus dos prohijados. Esa situación es reprochable, pero no constituye la conducta por la cual fueron acusados y se les condenó, tan sólo es alusiva a un constreñimiento ilegal.

Menciona un precedente de la H. Corte Suprema, concretamente el radicado 23.989 del 07 de septiembre de 2005, cuyos hechos son coincidentes con el caso que se juzga y en los cuales la Fiscalía acusó por “constreñimiento ilegal” sin que la Alta Corporación hubiera objetado esa calificación del comportamiento.

En síntesis, no ataca las pruebas, ni la condena en sí, sólo lo referido a la calificación jurídica del hecho reprochable, porque si bien es cierto que llegaron en forma violenta a esa residencia y atacaron con cuchillo en cuello a los moradores, tal situación es irrelevante porque se está admitiendo que hubo un constreñimiento. Si no es así, entonces se pregunta: ¿cuándo se daría un constreñimiento ilegal? 

En cuanto al hurto, no existe prueba de que ellos se llevaron algunos de esos bienes que permanecían en la residencia.

No hubo cotejo espectográfico en relación con el contenido de esas llamadas, tan solo una transliteración pero esta es insuficiente. Tampoco un examen grafológico respecto del documento anónimo. No obstante, admitiendo en gracia de discusión que todo fue así como lo afirma la víctima, eso en nada cambia el cobro de una deuda lícita.

Sus defendidos no sabían que ingresar a esa residencia en esas condiciones constituía un secuestro, sencillamente llegaron allí para exigir la devolución de un dinero y nada más.

Sea como fuere, a esta altura del proceso como defensor no tiene oportunidad de hacer una defensa por el delito específico de “constreñimiento ilegal”, toda vez que ni la Fiscalía ni el Juez le permitieron oponerse a sus argumentos en tal sentido. El cargo fue única y exclusivamente por secuestro extorsivo y frente a ese específico punible dirigió su ataque; luego entonces, a esta Sala de Decisión no le queda otra alternativa diferente a la de absolver a sus procurados.

2.3.- Fiscal -no recurrente-

Solicita confirmar la decisión adoptada por el juez a quo al considerarla acorde con la legalidad.

Dentro del juicio oral se plantearon dos posición opuestas, o se le debe creer al ofendido o se le cree a los procesados. La Fiscalía da crédito a la víctima y así lo hizo el señor juez, porque los hechos en realidad fueron diferentes a como los dan a conocer los defensores.

La Policía Judicial llevó a cabo el operativo a consecuencia de llamadas de contenido amenazantes que se le estaban haciendo a la víctima y referidas a una deuda de $200.000.oo. Se obtuvo la declaración del ofendido quien refirió haber sido retenido por espacio de una hora en su casa, a consecuencia de lo cual se le obligó a entregar un dinero en efectivo, al término de lo cual se enteró que estos incógnitos personajes se habían apropiado de varios de los bienes que permanecían en su residencia, situación ésta que se concluye por una inferencia lógica de la víctima.

En lo que respecta a la ausencia de un reconocimiento posterior en fila de personas, es situación que nada añade al debate por cuanto eran individuos ya conocidos por el afectado.

No ha sido pacífico en doctrina y jurisprudencia lo referido al secuestro simple y al secuestro extorsivo, pero aquí ha quedado claro que el presente asunto es muy particular a efectos de demostrar algunos de los verbos rectores que esos tipos penales contienen. Es evidente que aquí se presentó un traslado bajo amenazas, se dio una violencia contraria a la autodeterminación, porque de no haber mediado la misma el dinero no se habría entregado.

La defensa se funda en situaciones irreales, porque no es verdad que el juez no haya dado crédito al dicho de los acusados, con esa aseveración se está olvidando que el análisis judicial debe hacerse sobre el conjunto probatorio, razón por la cual se destaca que los dichos de los procesados son tardíos y sin fundamento. El fallo no sólo se asienta en el dicho de la víctima, sino en un sinnúmero de inferencias que la hacen creíble; además, la versión del ofendido es espontánea, sin interés alguno en perjudicar. Las llamadas que fueron grabadas hacen referencia a la exigencia de un dinero para recuperar documentos quitados a la víctima, no a dineros para un supuesto viaje al exterior.

Hace notar que los argumentos defensivos no se dirigen a atacar la credibilidad en el dicho de la víctima, ni a desvirtuar lo esencial del hurto, porque se debe resaltar que la señora declaró acerca del apoderamiento de los bienes y los agentes de la policía dieron fe de la versión ofrecida por el afectado.

No cree en la versión consistente en la existencia de una deuda, para llegar por esa vía al delito de “constreñimiento ilegal”, porque el testimonio de los acusados es incoherente en ese aspecto. Ofrecen dudas acerca del verdadero monto de la obligación, su origen o razón de ser. Ni siquiera se ha probado la escasa situación económica de parte de MARÍA DEL PILAR TERÁN MOLINA.
No existía una razón válida para ejercer violencia en contra del señor ROGELIO, porque ni siquiera le habían hecho una formal solicitud previa en tal sentido. Se pregunta entonces: ¿está justificada la retención?, ¿está justificado el traslado para conseguir ese dinero? Puede asegurar que las amenazas fueron ciertas y quedan en la esfera interna del agredido quien era dueño de su propio temor. 

Contrario a lo que esboza el togado, la sentencia sí contiene jurisprudencia atinente al secuestro cuando se hacen exigencias de dinero a una persona. En cuanto al precedente que cita la defensa, había que mirarla en detalle pero considera que el caso a estudio es sumamente claro para que pueda dársele un tratamiento diferente al contenido en la acusación y el consiguiente fallo.

En síntesis, opina que la tardía explicación ofrecida por los acusados en el juicio no puede dar sustento a la duda que pretenden sembrar los recurrentes y por lo mismo el fallo proferido debe permanecer incólume.

3.- La Decisión

Asume la Sala el conocimiento de la decisión apelada a voces del artículo 33.1 de la Ley 906 de 2004, por provenir del Juzgado Único Penal del Circuito Especializado con sede en esta capital. 

No se vislumbra, ni las partes o intervinientes lo ponen de presente, irregularidad alguna de orden estructural o sustancial que pueda invalidar la actuación, o afectación de garantía fundamental en cabeza de alguno de los interesados en este procedimiento. 

Nos encontramos en presencia de un trámite ordinario ante la no aceptación de cargos por parte de los directamente involucrados, motivo por el cual el asunto concluyó con la audiencia de juicio oral dentro de la cual se anunció un fallo de carácter condenatorio.

Observa la Corporación, que son plurales los defensores en la presente causa y sus intervenciones son diametralmente opuestas. Uno de ellos, concretamente la profesional del derecho que asiste los intereses de MARÍA DEL PILAR y JORGE ALEXANDER, centra su disenso en la inexistencia del hecho delictuoso, por cuanto considera que aquí no existió violencia física o moral en contra de quien se dice víctima, en otras palabras, no hubo constreñimiento, al menos no de parte de MARÍA DEL PILAR quien sencillamente llegó a esa casa de habitación porque así lo quiso don ROGELIO, a efectos de pedir que se le reintegrara un dinero adeudado y para ello pidió la ayuda de ALDEIBE. Contrariamente, el letrado que aboga por los restantes dos acusados, PABLO y ALDEIBE, no controvierte la acción de constreñir en cabeza de sus representados, pero asegura que lo realizado por ellos no constituye secuestro extorsivo sino únicamente el tipo penal de constreñimiento ilegal, por cuanto se trató del cobro de una obligación lícita, en consecuencia, lo único que puede hacer esta Corporación es absolver porque esta última figura delictiva no obra en la acusación. No obstante, ambos apoderados coinciden en que no se dan las bases para una condena por el delito contra el patrimonio económico que se dice concursante.

Siguiendo un orden lógico en las intervenciones, primero le corresponde definir a la Sala si en el caso concreto es posible hablar de una retención indebida seguida de constreñimiento para obtener un fin específico por parte de los hoy incriminados, o si por el contrario la prueba es insuficiente para sostener que el señor CASTRILLÓN MÁRQUEZ fue privado momentáneamente de su libertad y compelido a entregar un dinero.

Un examen detenido de la intervención de la apoderada de los primeros dos procesados, si bien importante en cuanto resalta que allí no pudo haber violencia porque don ROGELIO se desplazó libremente, tanto así que salió a la calle, abordó un vehículo, pasó por un CAI y se contactó con el hermano, lo que la lleva a pensar que bien pudo la víctima pedir ayuda si la requería, es decir, reitera el planteamiento defensivo ofrecido en los alegatos de conclusión dentro de la vista pública, no se aprecia por parte alguna en su recurso un ataque frontal a la sentencia de primera instancia. 

El Juez de primer grado confrontó uno a uno esos argumentos para decir que lo afirmado es cierto, es decir, que efectivamente don ROGELIO salió de su apartamento e hizo todo ese periplo que menciona la defensora, pero no se puede negar que: (i) permaneció dentro de su apartamento por espacio de 50 minutos amenazado por varios sujetos que llegaron arbitrariamente a su vivienda a exigirle la entrega de un dinero; (ii) antes de eso cerraron la puerta con pasador, cogieron un cuchillo y se lo pasaron mientras uno de ellos decía que lo mataran, amén de mencionarle que tenían vigilados a su señora madre y al hijo, a quienes harían daño en caso de no cumplir con la exigencia; y (iii) cuando salió, no lo hizo sólo, a él lo iba acompañando ALDEIBE como prenda de garantía que todo iba a salir conforme lo planeado.

Significa lo anterior, que ROGELIO fue obligado a hacer lo que los demás le exigían y no lo que él quería. De no haber sido por la presencia de esas personas, jamás habría entregado ese dinero, pues basta decir que ni siquiera contaba con la suma exigida y tuvo que pedirlos prestados a su hermano LUIS NORBERTO CASTRILLÓN, quien dicho sea de paso corroboró no sólo la petición que le hizo su hermano sino también la presencia de ALDEIBE y el traspaso del dinero a éste por parte de ROGELIO.

La defensa intenta minimizar la gravedad de esas amenazas asegurando en forma reiterada que a ROGELIO no le importaban las amenazas que se cernían en contra de su familia, sino que lo verdaderamente importante para él era recuperar unos pasaportes supuestamente en poder de sus defendidos. Lo dicho, con fundamento en que aquél era persona dedicada a ese tipo de maniobras al margen de la ley y no quería verse involucrado en problemas. Sobre el punto, nos parece que una situación no controvierte la otra, porque en efecto el citado ROGELIO tenía interés en recuperar los pasaportes que le habían sido sustraídos de su residencia, pero esta situación fue posterior a la intimidación ejercida en su contra. Obviamente, el hecho de llegar a su vivienda gente extraña en actitud desconcertante y decididamente violenta, era factor desequilibrante para él y la mención de sus seres queridos como potenciales afectados tenía que influir en su siquis.

Puede asegurarse incluso, que el hecho de no pedir auxilio durante el recorrido que hizo hacia la casa de su colateral, es prueba contundente de la efectividad de esas amenazas.

Para el Tribunal, como lo fue para el Juez, lo vertido al juicio por el ofendido CASTRILLÓN MÁRQUEZ, es totalmente creíble por encajar como pieza de rompecabezas en la secuencia de todos estos episodios. Porque no sólo está su versión y la correlativa exposición que rinde su hermano, sino que el contenido de las grabaciones interceptadas y las circunstancias particulares en que fueron aprehendidos los coacusados, así lo confirman.

Es tan contundente la prueba recopilada, que la defensa técnica antes que intentar sacar en limpio a como diera lugar a su protegido JORGE ALEXANDER, su mayor esfuerzo lo agotó en resaltar la inocencia de la coprocesada MARÍA DEL PILAR TERÁN. Lo anterior, bajo el argumento de que ésta, a diferencia de los otros jóvenes que irrumpieron en el aposento de CASTRILLÓN, permaneció en silencio, no intervino, luego entonces, deduce, no tenía el codominio del hecho y por lo tanto no se le puede calificar de coautora.

A juicio de esta Sala, esa aseveración es sesgada, porque pasa por alto lo sustancial de la escena, nada menos que fue precisamente MARÍA DEL PILAR quien los llamó para que hicieran todo esto, la persona que les hizo el “santo y seña” como ellos mismos lo reconocen en el juicio y lo avaló el señor juez en su sentencia. Y lo anterior es obvio, porque era ella la directamente interesada en exigir la devolución de un dinero que supuestamente le había entregado a ROGELIO para que la ayudara a salir del país.

Con tan contundente panorama, las restantes manifestaciones defensivas en cuanto a la no realización de otras probanzas tales como el reconocimiento en fila de personas subsidiario al fotográfico, o el cotejo fonoespectográfico de las grabaciones magnetofónicas contentivas de las interceptaciones telefónicas, o el grafológico en lo referente al documento anónimo recibido, pierden peso, pasan a un segundo plano y se desvanecen en el conjunto probatorio. No sólo porque es evidente el contacto físico entre todos los interlocutores, sino porque el contenido de esas evidencias hacen referencia ineludiblemente al contexto fáctico ya debidamente establecido.

Siendo esa la única conclusión posible en la presente causa, nos corresponde analizar ahora la otra exposición defensiva atinente a que lo realmente sucedido no constituye un delito de secuestro extorsivo sino meramente un constreñimiento ilegal.

Antes de entrar a dilucidar el asunto y tomar partido, como corresponde, la Corporación estima apropiado fijar unos lineamientos de interpretación con alguna incidencia en los tipos penales por los cuales se acusó, y que vienen a cuento pues ayudarán a comprender la posición que aquí se asumirá.

Lo primero es recordar que la descripción típica de la extorsión es ABIERTA, al igual que lo fue en el código del 1980 (no cerrada como lo era en el código del 1936), al no precisar las circunstancias modales que el sujeto debe emplear, y en esas condiciones, el constreñimiento puede lograrse por cualquier medio
, abarca cualquier conducta ejercida para menoscabar la libre determinación de la víctima, obligada a realizar lo que otro desea y no lo que ella quiere. 

De igual modo, la amenaza no sólo consiste en un mal futuro, puede tratarse de un mal actual que se aprovecha para obtener una prestación futura. El delito de extorsión se caracteriza -como regla general- por una discontinuidad entre el mal que se formula y la prestación que se pretende. Así lo expone el autor Antonio Vicente Arenas en sus comentarios al Código Penal, pág. 411 en los siguientes términos: “La discontinuidad que es característica de la extorsión puede presentarse de dos maneras: Amenazando como un mal futuro para obtener una prestación actual, o amenazando con un mal actual para obtener una prestación futura...”. Una u otra forma, generan igual reproche social y merecen idéntica sanción.

Pero adicional a ello, la ley no habla de grados en el constreñimiento, no dice que hay constreñimientos graves, leves o medianos, simplemente consagra que el constreñimiento debe ser el medio idóneo para lograr que una persona haga, no lo que ella quiere, sino lo que otros le indican. De contera, el constreñimiento no sólo puede ser por amenaza física sino también moral; y no sólo expresa, sino también tácita o implícita. 

Dada la similitud entre la extorsión con el delito de constreñimiento ilegal, pues tienen en común el verbo rector (constreñir), aquí se ha afirmado que si se trató del cobro de una deuda lícita por parte del acreedor a su deudor por medio de presiones, entonces el punible es el de constreñimiento ilegal y no el de extorsión, lo cual tendría sustento en el hecho de no presentarse, en tal caso, afectación contra el patrimonio económico que es lo que caracteriza el último de los injustos. Y el argumento tiene cierto sentido, pues en realidad la principal diferencia entre la extorsión y el constreñimiento es el ingrediente subjetivo que acompaña la extorsión consistente en el deseo de “obtener provecho ilícito de contenido económico” (cfr. al respecto casación penal del 08 de abril de 1986). 

No obstante lo dicho, hay que recordar las palabras del comisionado Dr. Hernando Baquero Borda, cuando al referirse al tema del aprovechamiento en el delito de extorsión, expresó: “…Agrego que no me parece necesario hacer referencia a la injusticia del aprovechamiento, porque ella proviene de la relación entre el medio coactivo utilizado y el proyecto económico perseguido; si el medio es injusto (violencia física, etc.) el provecho lo será…”. Se entiende entonces, que así se trate del cobro de una obligación lícita, el mero hecho de utilizarse un medio injusto torna ilícito el aprovechamiento.

Lo anterior concuerda con lo que se ha decantado acerca del secuestro extorsivo en donde se asegura que sigue siendo extorsivo aunque la privación de la libertad se lleve a cabo para exigir una utilidad lícita, o acerca de la concusión que también sigue siendo tal aunque se realice para obtener el pago de lo debido, u otros tantos delitos pluriofensivos en los cuales se ha llegado a la misma conclusión; es decir, que el hecho de mediar el cobro de una deuda lícita en cada uno de ellos, no los transforma en otros delitos de menor gravedad.

En efecto, el tema fue esclarecido por la jurisprudencia nacional al concluir que la licitud o ilicitud de la utilidad pretendida por los plagiarios resultaba intrascendente para satisfacer la riqueza típica del secuestro extorsivo. Textualmente se dijo:

“Empero, lo realmente fundamental en la apreciación del planteamiento del actor, es que la ilicitud de la utilidad o provecho a que se refiere como ingrediente del tipo de secuestro extorsivo, no la contempla la norma.

Como se puede ver, no contemplan estas preceptivas referencia alguna a la ilicitud de la exigencia, bastando en el secuestro extorsivo el ánimo o propósito de obtener utilidad cualquiera en la privación de la libertad de una persona para su estructuración mientras en el secuestro simple, por exclusión, un propósito distinto. 

Pero además, una exigencia de esta índole no tiene cabida en la regulación que del delito de secuestro contempla el estatuto penal, toda vez que:

“…corresponde, por supuesto, a la lógica de un sistema fundamentado en la protección de bienes jurídicos previamente configurados. De acuerdo con ella, si a través del tipo de secuestro se pretende la tutela de la libertad, mal puede condicionarse ese objetivo a la presencia o ausencia de valoraciones que lo harían irrealizable…Una exigencia de que la utilidad propuesta con el secuestro sea ilícita, implicaría la autorización de que pueda privarse de la libertad a una persona para demandar el cumplimiento de prestaciones lícitas, con lo cual el tipo estaría paradójicamente, prohibiendo y permitiendo la conducta en postura verdaderamente absurda (…)”
 (negrillas en el texto).

El togado en contrario, cita al momento de la sustentación del recurso un precedente igualmente de la Sala de Casación Penal, en un caso en donde asegura los hechos coinciden con los que son materia del presente debate. El Tribunal ha constatado su contenido y encuentra que el plagio que allí se expone era evidente; no obstante, por alguna circunstancia que allí no se precisa, la calificación de la conducta se hizo por constreñimiento ilegal, acerca de lo cual la Corte no entró a hacer ningún análisis de fondo, simplemente, en acatamiento a esa calificación ofrecida por el ente investigador, estimó que el ilícito había prescrito y así lo declaró con el correlativo cese de procedimiento. 

Sea como fuere, de llegarse a considerar, lo que no creemos, que el cobro de una deuda lícita mediante el uso de la violencia y menos aún mediante la privación de la libertad de las personas, pueda dársele el calificativo de simple constreñimiento ilegal, también habría que agregar para el caso que nos convoca, que esa supuesta deuda, si es que en verdad existió, no tenía la condición de lícita, porque basta decir que de ser cierta tendría su origen en un negocio turbio entre MARÍA DEL PILAR y el señor ROGELIO, persona ésta que le haría gestiones para lograr su viaje a España. 

Como es sabido, los trámites de expedición de pasaportes y obtención de visas, son por esencia oficiales, en ellos no deben intervenir sino la o las personas directamente interesadas y los integrantes de las agencias autorizadas para ese propósito; en otras palabras, sobran los intermediarios y cualquier gestión que en ese sentido se contrate con sujeto no facultado, hace ilícita la causa de esa transacción.

Por parte alguna se observa que el señor ROGELIO, quien dice hacer trabajos con pintura y con grado de instrucción básica primaria, estuviera investido de esas facultades y colmara las exigencias requeridas para este efecto.

En esos términos, al concluir la Sala que en verdad existió una retención ilegal con el fin de obtener un provecho económico en forma indebida, hallamos correcta tanto la calificación efectuada por el órgano fiscal, como la sentencia de condena por el punible de secuestro extorsivo.

En lo que hace con la conducta contra el patrimonio económico traída de manera concursante en la misma acusación y que también ha sido materia de controversia, debemos aseverar que el hilo conductor que ata la prueba de ese apoderamiento, no es otro que el comprobado ingreso arbitrario a esa casa de habitación, momento en el cual los extraños se dedicaron a saquear la vivienda, a revolcarlo todo en busca de dinero o elementos de valor. Cuando retornó el señor ROGELIO, notó la ausencia de algunas de sus pertenencias y por deducción lógica sostuvo que fueron estos sujetos los responsables. No cabe otra explicación.

Las manifestaciones del quejoso se encuentran respaldadas con el testimonio de su pariente JHON FREDY CASTAÑO CASTRILLÓN, quien dio fe de haber visto la vivienda revolcada y ya no estaban los bienes que se afirma fueron apropiados; igualmente, con la declaración de la señora MARÍA YAMILÉ QUIROZ ARBOLEDA, quien al comienzo del juicio oral nos dice que vio a una mujer y a un hombre (a quienes no reparó en su fisonomía) sacando unas cajas de la casa de su vecino ROGELIO para trasladarlas a un carro blanco, manifestación que nos llama la atención por dos cosas: la primera, que no fue el propio ROGELIO quien las retiró de su hogar, y la segunda, que coincidencialmente entre las personas que ejecutaron esa acción estaba una de sexo femenino.

Lo dicho, sin contar que varios de los objetos sustraídos -entiéndase pasaportes y una plancha- fueron posteriormente devueltos por parientes de los aquí involucrados, situación que corrobora con mayor énfasis el compromiso de éstos en la conducta lesiva al patrimonio económico de CASTRILLÓN MÁRQUEZ.

Se tiene por tanto que ambos punibles objeto de controversia poseen un soporte probatorio suficiente para tener por acreditada su configuración, resta en consecuencia un pronunciamiento con respecto al quantum punitivo como petición subsidiaria que eleva la togada recurrente, acerca de lo cual se observa:

El funcionario a quo eligió de entrada el primer cuarto medio para la dosificación punitiva, lo cual es correcto por concurrir en este episodio tanto circunstancias de mayor punibilidad (nos referimos a la coparticipación criminal a la que alude el numeral 10 del artículo 58 del Código Penal), como de menor punibilidad (la ausencia de antecedentes penales que consagra el numeral 1º del artículo 55 ibidem); lo dicho, acogiendo en tal sentido lo expresamente consagrado en el pliego acusatorio. 

De ese cuarto de movilidad, el sentenciador eligió el mínimo posible, esto es, 486 meses de prisión, a los cuales agregó una proporción también mínima por el hurto, consistente en dos meses, para un total final de 488 meses de prisión y multa de 17499 s.m.l.m.v.

No observa posibilidad alguna este Tribunal para morigerar de algún modo la sanción principal, por cuanto los cánones que la orientan y que tuvo en cuenta el señor juez, no permiten llegar a una conclusión distinta a la ya definida por la primera instancia, razón por la cual, seguramente, la parte recurrente no tuvo argumentos adicionales qué ofrecer para intentar la modificación del fallo en lo atinente a la dosificación de la pena impuesta.

Acorde con todo lo vertido, la Sala dará confirmación al fallo de condena opugnado en los términos en que fue concebido, por encontrarlo ajustado a derecho.

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA la sentencia objeto de recurso. 

Esta decisión queda notificada en estrados y contra ella procede el recurso de casación.

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE


   FRANCO RENGIFO MATTA

LEONEL ROGELES MORENO
El Secretario de la Sala,

WILSON FREDY LÓPEZ
�  C.S.J., Casación Penal del 08 de abril de 1986.


� Sentencia del 14 de abril de 2000, Rad. 13.384, M.P. Carlos Augusto Gálvez Argote.
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